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Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de septiembre de 2020. 

Mediante un recurso de certiorari presentado el 3 de agosto de 

2020, comparece Estancias Reales, S.E. (en adelante, la peticionaria 

o Estancias).  Nos solicita la revisión de una Resolución dictada y 

notificada el 18 de marzo de 2020, por el Tribunal de Primera 

Instancia (en adelante, TPI), Sala de Bayamón, en la que declaró No 

Ha Lugar una solicitud de desestimación instada por la peticionaria.  

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

deniega la expedición del auto de certiorari solicitado. 

I. 

 El 6 de mayo de 2019, el Sr. Radamés Torres Ayala, la Sra. 

Elsie Reyes Reyes, la Sociedad Legal de Bienes Gananciales 
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compuesta por ambos y RDS Construction Corp. (en adelante, los 

recurridos) incoaron una Demanda sobre cobro de dinero, 

incumplimiento de contrato, y daños y perjuicios en contra de Metro 

Avanti Properties (en adelante, Metro Avanti); Estancias; el Sr. 

Alejandro Brito Zubizarreta (en adelante, el señor Brito Zubizarreta); 

y La Rambla Downtown, LLC. (en conjunto, todos, los 

codemandados).  En síntesis, los recurridos alegaron que los 

codemandados incumplieron con un contrato de obra para la 

construcción y desarrollo de dos (2) proyectos de vivienda, a saber, 

Las Ramblas y Rotonda.  Explicaron que, por la naturaleza del suelo 

en el lugar del desarrollo, el proyecto sufrió retrasos hasta que, a 

principio del mes de octubre de 2018, los codemandados le 

impidieron el paso al proyecto, y poder retirar los equipos y 

materiales de RDS Construction Corp.  En virtud de lo anterior, los 

recurridos reclamaron el pago de la suma ascendente a 

$1,039,119.60, por concepto de la obra realizada, materiales y los 

costos del proyecto denominado Las Ramblas. Asimismo, 

reclamaron la cuantía de $771,467.68 por labores realizadas en el 

proyecto Rotonda, más los daños y perjuicios ocasionados por las 

actuaciones de los codemandados.  

 Por su parte, el 14 de junio de 2019, Metro Avanti Properties 

Inc., y el señor Brito Zubizarreta presentaron una Moción de 

Prórroga para Presentar Alegación Responsiva.  Además de solicitar 

una prórroga para someter una alegación responsiva, los 

comparecientes afirmaron que se les entregó un Emplazamiento 

dirigido a Palmas Reales S.E., entidad que no figura como parte 

codemandada en el pleito de autos. 

 A su vez, el 26 de agosto de 2019, los recurridos instaron una 

Moción Solicitando se Expida el Emplazamiento de Estancias Reales, 

S. E.  Explicaron que el 6 de mayo de 2019, cuando se expidieron 

todos los emplazamientos, un emplazamiento fue dirigido por error 
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a Palmas Reales S. E.  El aludido emplazamiento debió dirigirse a 

Estancias, dueña de los terrenos donde ubican los desarrollos antes 

mencionados.  Los recurridos expresaron que la confusión se debió 

a que, por ser una sociedad especial, Estancias no aparece 

registrada en el Departamento de Estado y debieron realizar una 

investigación minuciosa en torno a la identidad del titular de los 

inmuebles que contrató el desarrollador.  En vista de lo anterior, los 

recurridos solicitaron que se ordenara la expedición del 

emplazamiento de Estancias.  El 9 de septiembre de 2019, notificada 

el 10 de septiembre de 2020, el foro de instancia dictó una Orden 

para que se expidiera dicho emplazamiento. 

 Así pues, el 16 de diciembre de 2019, los recurridos incoaron 

una Moción Solicitando Emplazamiento por Edicto a Estancias Reales 

S.E.  Los recurridos detallaron todos los intentos para lograr 

emplazar a Estancias que resultaron infructuosos y anejaron la 

correspondiente Declaración Jurada del emplazador, el Sr. Raúl 

Canales Vázquez, en la cual relató dichas incidencias.  Por ende, 

solicitaron autorización para emplazar mediante edicto a Estancias. 

 Atendido el aludido petitorio, el 19 de diciembre de 2019, el 

foro a quo dictó y notificó una Orden en la que decretó el 

emplazamiento, mediante edicto, de Estancias.  Ello así, al concluir 

que no se había podido emplazar personalmente a la peticionaria. 

Con posterioridad, el 20 de enero de 2020, los recurridos instaron 

una Moción Informando Emplazamiento por Edicto a Estancias 

Reales, S.E.  En esencia, informaron la publicación del edicto el 30 

de diciembre de 2019 en el periódico El Vocero de Puerto Rico. 

 Por su parte, el 24 de febrero de 2020, Estancias interpuso 

una Solicitud de Desestimación de Demanda Contra Estancias 

Reales, S.E.  En apretada síntesis, sostuvo que el TPI estaba 

impedido de prorrogar el término de ciento veinte (120) días para 

emplazar, que culminó el 3 de septiembre de 2019.  Por lo tanto, 
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expuso que tanto la Orden para emitir el emplazamiento, notificada 

el 10 de septiembre de 2019, así como la Orden de 19 de diciembre 

de 2019, en la que el TPI autorizó el emplazamiento por edicto, eran 

inoficiosas y procedía la desestimación de la Demanda en su contra.   

 En respuesta, el 10 de marzo de 2020, los recurridos 

presentaron una Oposición a Moción de Desestimación Radicada por 

Estancias Reales, S. E.  Fundamentalmente, adujeron que el término 

de ciento veinte (120) días para emplazar por edicto comienza a 

decursar a partir de la expedición del emplazamiento por edicto, 

según establece la Regla 4.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V 

R. 4.3.  En consecuencia, sostuvieron que Estancias fue emplazada 

dentro de dicho término, toda vez que la Orden que autorizó el 

emplazamiento por edicto se notificó el 19 de diciembre de 2019 y el 

edicto fue publicado el 30 de diciembre de 2019.  De otra parte, los 

recurridos puntualizaron que tanto Metro Avanti y el señor Brito 

Zubizarreta platearon anteriormente que Estancias no era la dueña 

del proyecto Rotonda y procedía la desestimación de la Demanda. 

 Así las cosas, el 17 de marzo de 2020, notificada el 18 de 

marzo de 2020, el TPI dictó la Resolución aquí impugnada en la que 

dispuso lo que trascribimos a continuación: 

Examinados los escritos de las partes, No Ha Lugar a la 

solicitud de desestimación presentada por Estancias 
Reales S.E.  Véase Sánchez Ruiz v. Higuera Pérez, 2020 
TSPR 11 en cuanto al termino de 120 días cuando se 

determina que procede la expedición del emplazamiento 
por edictos.  Tiene 20 días finales para contestar la 
Demanda so pena de anotarle la rebeldía. 

 

 Inconforme con dicha determinación, el 15 de julio de 2020, 

la peticionaria incoó una Moción de Reconsideración.  El 21 de julio 

de 2020, el TPI dictó y notificó una Orden en la que declaró No Ha 

Lugar la solicitud de reconsideración interpuesta por la peticionaria. 

 El 23 de julio de 2020, los recurridos instaron una Moción 

Solicitando Anotación de Rebeldía a la Codemandada, Estancias 

Reales, S.E.   En esencia, solicitaron que el TPI le anotara la rebeldía 
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a Estancias.  En la alternativa, solicitaron que le ordenara a 

Estancias contestar la Demanda de autos. 

 Por su parte, el 24 de julio de 2020, los codemandados 

instaron una Oposición a “Moción Solicitando Anotación de Rebeldía 

a la Codemandada, Estancias Reales, S.E.” y Solicitud para que se 

Paralicen Términos para Contestar Demanda.  De entrada, 

sostuvieron que no procedía la anotación de rebeldía.  Por otro lado, 

los codemandados informaron que Metro Avanti y el señor Brito 

Zubizarreta presentaron un recurso de certiorari ante este Foro 

(KLCE202000503)1 en torno a una solicitud de desestimación por 

falta de parte indispensable que fue declarada No Ha Lugar por el 

foro de instancia.  Asimismo, informaron que Estancias presentaría 

un recurso de certiorari en torno a la negativa del foro recurrido en 

desestimar el pleito en su contra.  Consiguientemente, solicitaron la 

paralización de los procedimientos ante el foro a quo, mientras este 

Foro dilucidaba los recursos de certiorari ante su consideración. 

 Así las cosas, el 27 de julio de 2020, notificada el 28 de julio 

de 2020, el TPI dictó una Orden en la que declaró No Ha Lugar la 

solicitud de paralización de los procedimientos.  Además, concedió 

a los codemandados un término final y perentorio de diez (10) días 

para contestar la Demanda, so pena de anotación de rebeldía. 

 No conteste con el resultado anterior, el 3 de agosto de 2020, 

la peticionaria presentó el recurso de certiorari de epígrafe en el que 

adujo que el TPI cometió el siguiente error: 

Erró el TPI al no desestimar la Demanda contra 

Estancias a pesar de esta no haber sido emplazada 
conforme establecen las Reglas de Procedimiento Civil. 

 

 La peticionaria acompañó el recurso de certiorari de una 

Moción Urgente Solicitando Orden en Auxilio de Jurisdicción.  

 
1 La expedición del auto de certiorari solicitada en el recurso de certiorari 
KLCE202000503 fue denegada, mediante una Resolución dictada el 6 de agosto 

de 2020 por otro Panel de este Tribunal.  Asimismo, el Panel hermano declaró No 
Ha Lugar la solicitud de paralización interpuesta por los allí peticionarios. 
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Mediante una Resolución dictada el 5 de agosto de 2020, declaramos 

No Ha Lugar la solicitud en auxilio de nuestra jurisdicción.  

Asimismo, le concedimos a los recurridos un término de quince (15) 

días para expresarse en cuanto a los méritos del recurso instado. 

 El 6 de agosto de 2020, los recurridos presentaron una Moción 

de Consolidación, Conforme la Regla 80.1 del Reglamento de Este 

HTA, Recursos: KLCE202000617 y KLCE202000503.2  

Subsecuentemente, el 19 de agosto de 2020, los recurridos incoaron 

una Oposición a la Emisión del Auto de Certiorari.  Asimismo, el 31 

de agosto de 2020, los recurridos instaron un escrito intitulado 

Moción de los Recurridos, RDS Construction Corp., Radamés Torres 

Ayala, Elsie Reyes Reyes y la Sociedad Legal de Gananciales. 

 Con el beneficio de los escritos de las partes y una vez 

expuesto el trámite procesal pertinente a la controversia que nos 

ocupa, procedemos a exponer el derecho aplicable. 

II. 

A. 

El auto de certiorari, 32 LPRA sec. 3491 et seq., es el vehículo 

procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por un 

tribunal inferior.  Pueblo v. Aponte, 167 DPR 578, 583 (2006); Pueblo 

v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999).  Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

expedir el auto de certiorari de manera discrecional.  Rivera Figueroa 

v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  En nuestro 

ordenamiento jurídico, esta discreción ha sido definida como una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera.  Lo anterior no significa poder 

 
2 Declaramos No Ha Lugar el petitorio de consolidación debido a que el 6 de agosto 

de 2020, otro Panel de este Tribunal emitió una Resolución en la que dispuso del 

recurso de certiorari en el caso denominado alfanuméricamente KLCE202000503. 
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actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

derecho, porque, ciertamente, eso constituiría un abuso de 

discreción.  Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  

Con el propósito de que podamos ejercer de una manera sabia 

y prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los 

méritos de los asuntos que nos son planteados mediante el recurso 

de certiorari, la Regla 40 del Reglamento de nuestro Tribunal, 4 LPRA 

Ap. XXII-B R. 40, establece los criterios que debemos tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición de un auto de 

certiorari.  Esta Regla dispone lo que sigue a continuación:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa: 
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-
B R. 40.  

B. 

En repetidas ocasiones, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado que en su misión de hacer justicia la discreción es el 

más poderoso instrumento reservado a los jueces.  Rodríguez v. 

Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 110 
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DPR 721, 725 (1981).  La discreción se nutre “de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano de 

justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa ni 

limitación alguna”.  Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656, 684 

(2012), citando a Santa Aponte v. Srio. del Senado, 105 DPR 750, 

770 (1977); HIETel v. PRTC, 182 DPR 451, 459 (2011).  Asimismo, 

“no significa poder para actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”.  Pueblo v. Hernández García, 

supra, citando a Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 

651, 658 (1997). 

En Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico indicó que existen ciertas guías 

para determinar cuándo un tribunal abusa de su discreción y, en 

torno a este particular, estableció lo siguiente:  

…[U]n tribunal de justicia incurre en un abuso de 

discreción, inter alia: cuando el juez no toma en cuenta 
e ignora en la decisión que emite, sin fundamento para 

ello, un hecho material importante que no podía ser 
pasado por alto; cuando el juez, por el contrario, sin 
justificación ni fundamento alguno, concede gran peso 

y valor a un hecho irrelevante e inmaterial y basa su 
decisión exclusivamente en éste, o cuando, no obstante 
considerar y tomar en cuenta todos los hechos 

materiales e importantes y descartar los irrelevantes, el 
juez los sopesa y calibra livianamente.  García v. Padró, 

supra, a la pág. 336; Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 
203, 211 (1990). 

 

En el contexto de esa doctrina, debemos tener presente el 

alcance de nuestro rol como Foro Apelativo al intervenir 

precisamente con la discreción judicial.  Así pues, es norma 

reiterada que este Foro no habrá de intervenir con el ejercicio de la 

discreción del Tribunal de Primera Instancia, “salvo que se 

demuestre que hubo un craso abuso de discreción, prejuicio, error 

manifiesto o parcialidad.”  Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 

184 DPR 689, 709 (2012), citando a Lluch v. España Service Sta., 

117 DPR 729, 745 (1986). 
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C. 

 El emplazamiento es el mecanismo procesal que le permite al 

tribunal adquirir jurisdicción sobre el demandado, de manera que 

este quede compelido por el dictamen final o interlocutorio que sea 

emitido.  Cirino González v. Adm. Corrección, 190 DPR 14, 30 (2014); 

Nazario Morales v. A.E.E., 172 DPR 649, 653 (2007) (Opinión de 

conformidad del Juez Asociado Sr. Fuster Berlingeri); Banco Popular 

v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 863 (2005).  El propósito principal 

del emplazamiento es notificarle de forma sucinta y sencilla a la 

parte demandada que se ha presentado una acción en su contra, 

garantizándole la oportunidad de comparecer en el juicio, ser oído y 

presentar prueba a su favor.  Banco Popular v. S.L.G. Negrón, supra; 

Rivera v. Jaume, 157 DPR 562, 575 (2002).  Al ser el emplazamiento 

un mecanismo de rango constitucional, los requisitos para llevarlo 

a cabo, dispuestos en la Regla 4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V R. 4, son de cumplimiento estricto.  In re Rivera Ramos, 178 DPR 

651, 666-667 (2010); Global v. Salaam, 164 DPR 474, 480 (2005); 

Chase Manhattan Bank v. Polanco Martínez, 131 DPR 530, 535 

(1992).  

 En lo pertinente al caso de autos, la Regla 4.3(c), supra, 

establece que el término para diligenciar los emplazamientos es de 

ciento veinte (120) días.  A su vez, la Regla 4.3(c), supra, provee que, 

de no diligenciarse los emplazamientos dentro del término de ciento 

veinte (120) días, el Tribunal dictará sentencia decretando la 

desestimación de la demanda y su archivo sin perjuicio.  

Recientemente, en cuanto al emplazamiento personal, en Bernier 

González v. Rodríguez Becerra, 200 DPR 637, 650 (2018), el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico reiteró que cuando los emplazamientos no 

se expiden el mismo día de la presentación de una demanda, la parte 

interesada tiene el deber de presentar, oportunamente, una moción 

al tribunal en la que solicite la expedición de los emplazamientos.  
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El Tribunal Supremo aclaró que dicha solicitud no es una prórroga 

como tal: 

[…] Más bien, se trata del deber de presentar una 
moción al tribunal solicitando la expedición de los 
emplazamientos.  En consecuencia, una vez la 

Secretaría expide el emplazamiento, entonces 
comenzará a transcurrir el término de 120 días.  Por 
eso, no se trata de una prórroga debido a que, en 

ninguna de estas circunstancias, la parte contará con 
más de 120 días. 

 

Ahora bien, en el caso de los emplazamientos por edicto, la 

propia Regla 4.3, supra, dispone que el término de ciento veinte 

(120) días para diligenciar el emplazamiento por edicto comienza a 

partir de la presentación de la demanda, o de la fecha de 

expedición del emplazamiento por edicto.   

Recientemente, en Sánchez Ruiz v. Higuera Pérez, Op. de 10 

de febrero de 2020, 2020 TSPR 11, 14-15, 203 DPR ____ (2020), el 

Tribunal Supremo aclaró lo anterior al explicar qué sucede con el 

término de ciento veinte (120) días cuando el demandante solicita 

inicialmente emplazar personalmente, pero luego requiere la 

autorización del tribunal para emplazar por edictos: 

Conforme al Derecho previamente esbozado, la 
Regla 4.3(c), supra, dispone que el término para 
emplazar por edictos comienza a transcurrir cuando el 

tribunal lo expide.  La parte demandante tiene que 
solicitar su expedición antes de que se termine el 

término para diligenciar el emplazamiento personal.  
Así pues, una vez se intenta emplazar 
personalmente a un demandado sin éxito y se 

solicita dentro del plazo de ciento veinte días 
emplazarlo por edictos, tras acreditar las diligencias 
realizadas para citarlo personalmente, comienza a 

decursar un nuevo término improrrogable de ciento 
veinte días para emplazar por edictos, una vez se 

expida el correspondiente emplazamiento.  Véase, 
Bernier González v. Rodríguez Becerra, supra, pág. 650. 
Como explicamos, esto se debe a que el 

emplazamiento por edicto constituye un nuevo 
emplazamiento, distinto al emplazamiento personal 
que se expide automáticamente con la presentación 

de la demanda.  Resolver lo contrario constituiría 
acortar el término para diligenciar los 

emplazamientos por edictos, penalizar al 
demandante que actuó diligentemente dentro del 
plazo establecido por ley para diligenciar los 

emplazamientos personales e imponerle una carga 
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no contemplada por las Reglas de Procedimiento 
Civil.  (Énfasis nuestro). 

 
Con dichos principios en mente, atendemos el recurso ante 

nuestra consideración.  

III. 

 En su único señalamiento de error, la peticionaria alegó que 

incidió el foro recurrido al denegar su solicitud de desestimación por 

falta de jurisdicción.  Explicó que no fue emplazada dentro del 

término de ciento veinte (120) días que establece la Regla 4.3 de 

Procedimiento Civil, supra.  Asimismo, sostuvo que los tribunales 

no tienen la facultad para extender el término del emplazamiento y 

que lo procedente era desestimar, sin perjuicio, la causa de acción 

entablada en su contra.  Añadió que los emplazamientos por edicto 

deben solicitarse dentro del término provisto para diligenciar el 

emplazamiento personal.  En vista de lo anterior, la peticionaria 

arguyó que procedía la desestimación de la Demanda instada en su 

contra.  

 Examinado el expediente ante nuestra consideración, las 

dificultades encontradas y las diligencias realizadas por los 

recurridos para emplazar a los codemandados, incluida la 

peticionaria, resultan patentemente claras.  Asimismo, de acuerdo 

con el marco jurídico antes expresado, el término de ciento veinte 

(120) días para emplazar por edicto comienza una vez se expide el 

aludido emplazamiento y se trata en efecto de un nuevo término.  En 

vista de ello y contrario a lo aducido por la peticionaria, concluimos 

que nuestra intervención en esta etapa de los procedimientos no es 

necesaria y causaría dilaciones adicionales e innecesarias.   

 En conclusión, resolvemos que no medió arbitrariedad o error, 

ni abuso de discreción del TPI en su determinación de denegar la 

solicitud de desestimación instada por la peticionaria. Por 

consiguiente, nos abstenemos de intervenir con dicho criterio.  



 
 

 
KLCE202000617 

    

 

12 

Tampoco está presente circunstancia alguna de las contempladas 

en la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, que nos permita 

revocar el dictamen recurrido.  Cónsono con lo anterior, denegamos 

el auto de certiorari solicitado. 

IV. 

 En atención a los fundamentos que anteceden, se deniega la 

expedición del auto de certiorari solicitado. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


